
Considerando que el mencionado párrafo 1.º del artículo 62 
prohíbe que mientras vivan ambos cónyuges sean enajena­
dos o gravados los bienes así adquiridos, a no ser con el acuer­
do de los dos esposos, pero nada indica respecto a si tal 
prohibición engloba no sólo a las ventas voluntarias, sino tam­
bién a las forzosas, por lo que curiosamente se produce una 
situación paralela a la existente en la sociedad de gananciales, 
en donde tal cuestión suscitó numerosas polémicas, dio lugar 
a una copiosa jurisprudencia que terminó por aclarar que el 
artículo 1413 del Código Civil se refería sólo a las enajenaciones 
voluntarias, y que en las forzosas como consecuencia de obli­
gaciones contraídas por el cónyuge administrador en uso de sus 
facultades legales, bastaba la notificación del procedimiento al 
otro en base a la interpretación del artículo 144 del Regla­
mento Hipotecario, solución que es la más adecuada, y que 
tiene todavía un mayor fundamento si cabe en esta institu­
ción típicamente catalana, dado el carácter privativo de los 
bienes adquiridos en el que cada titular tiene su disfrute y ad­
ministración con total independencia del otro, por lo que deben 
responder de las obligaciones que han contraído sus propie­
tarios;

Considerando que en este caso concreto, en donde se sus­
pendió el juicio ejecutivo en virtud de la comparecencia en 
autos de la esposa, debido a la notificación realizada a su 
marido-deudor, se sustanció el declarativo de menor cuantía 
correspondiente y la Audiencia Territorial confirmando la sen­
tencia del Juzgado declaró no haber lugar a la nulidad de las 
actuaciones del juicio ejecutivo ni a la tercería de dominio 
interpuesta por la esposa mediante la correspondiente acción 
reivindicatoría «y que los bienes pueden ser objeto de trabas 
y adjudicaciones, que si llegan a consumarse llevan como con­
secuencia ineludible al adquirir un tercero extraño la mitad 
en copropiedad, que ésta se rija por las normas legales para 
tal institución, y se extinga el pacto de sobrevivencia»;

Considerando que en resumen y como corolario de esta sen­
tencia —que tiene especial importancia por ser antecedente del 
supuesto concreto de este recurso— resulta: 1.º Que la mitad 
indivisa de un bien sujeto a un pacto de sobrevivencia entre 
esposos puede ser objeto de embargo, y en su caso de adjudi­
cación a un extraño por obligaciones contraídas por el cónyu­
ge propietario, criterio que al ser recogido en la sentencia deja 
a salvo los derechos de los acreedores, y evita que amparán­
dose en el pacto pueda el deudor dejar incumplidas sus obli­
gaciones, 2° Que caso de consumarse la adjudicación se ex­
tingue el pacto de sobrevivencia, lo que también constituye un 
acierto de la resolución judicial, pues de no ser así, no se res­
petaría la esencia de la institución ya que existiría el pacto 
de sobrevivencia entre un extraño y un solo cónyuge, en con­
tra de lo claramente establecido en la Compilación —artículo 
61-1.º— y para cuya salvaguardia toma esta Cuerpo legal todo 
tipo de precauciones —artículo 62-1.º y sobre todo 2.º— que 
presupone que durante la vigencia del pacto ningún tercero pue­
de ostentar derecho alguno sobre la cosa comprada, con lo 
que debe estimarse revocado el defecto 2.º de la nota de ca­
lificación;

Considerando que reanudado el juicio ejecutivo y una vez 
finalizado con la adjudicación de la mitad indivisa del inmue­
ble el acto se otorgó la escritura de compraventa correspon­
diente haciéndose constar como cláusula 3.ª del otorgamiento 
que la finca vendida se transmite con las cargas que figuran 
en la certificación registral que obra en autos, entre las que 
se relaciona —aparte de una hipoteca y otra anotación de em­
bargo—, «la condición resolutoria derivada del pacto de sobre­
vivencia», y presentada dicha escritura en el Registro se ins­
cribió a favor del comprador haciéndose constar la sujeción 
a esta condición, con lo que llegamos a la cuestión primordial 
sobre la que versa este recurso, a saber, si se puede rectificar 
el Registro inexacto mediante la instancia a la que se acompa­
ñan las dos sentencias habidas, o si por el contrario existen 
obstáculos formales que impiden pueda llevarse a efecto de 
esta forma la rectificación;

Considerando que el hecho de que en la estipulación 3.a 
de la escritura de venta hiciese constar entre las cargas, la 
derivada del pacto de sobrevivencia, no indica, tal como figura 
relacionada, otra cosa que en la fecha en que se expidió la 
certificación registral que se aportó a los autos, a la que se 
remite, la misma se encontraba en vigor, pero ello no quiere 
decir que lo esté actualmente, y ni siquiera en el momento 
del otorgamiento de la escritura, al igual que ha sucedido con 
el resto de las cargas que se relacionaron que fueron cancela­
das todas por haberse extinguido y que por el hecho de que 
figuren en la transcrita estipulación, no han de considerarse 
en vigor; y en cuanto a la carga discutida, la sentencia firme 
aportada, claramente declaró su extinción, por lo que si no se 
acatara esta decisión judicial quedaría sin efecto la presunción 
de cosa juzgada establecida en el artículo 1231 del Código Ci­
vil. todo lo cual indica que no cabe estimar el defecto primero 
de la nota;

Considerando que para la rectificación de la inexactitud pa­
decida habrá que atenerse según lo dispuesto en el articu­
lo 40 b) de la Ley Hipotecaria, a las normas del título IV de la 
misma Ley, y en especial al artículo 82 que regula esta ma­
teria, v al completarse con la sentencia firme aportada la es­
critura que motivó el asiento, que es erróneo sólo en cuanto 
a la circunstancia de no haberse recogido la extinción del pacto 
de sobrevivencia, queda clarificada la omisión padecida, y cum­

plido el requisito exigido en el artículo 82 de poderse cance­
lar dado que contra la mencionada sentencia no cabe recurso 
alguno y que de la misma resulta extinguido el derecho, cuya 
cancelación se solicita,

Esta Dirección General ha acordado revocar el auto apela­
do y  la nota del Registrador.

Lo que, con devolución del expediente original, comunico 
a V. E. para su conocimiento y efectos.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid. 29 de diciembre de 1977.—El Director general, José 

Luis Martínez Gil.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Barcelona.

MINISTERIO DE HACIENDA

2130 ORDEN de 22 de diciembre de 1977 por la que se 
acuerda la ejecución en sus propios términos de la 
sentencia dictada en 6 de julio de 1977 por la Sala 
Primera de lo Contencioso-Administrativo de la 
Audiencia Territorial de Madrid en el recurso con­
tencioso-administrativo número 287 de 1975, inter­
puesto por «Ibérica de Autopistas, Sociedad Anó­
nima» (IBERPISTAS).

Ilmo. Sr.: Vistos el testimono de la sentencia dictada en 6 
de julio de 1977 por la Sala Primera de lo Contencioso-Adminis­
trativo de la excelentísima Audiencia Territorial de Madrid en 
el recurso contencioso-administrativo número 287 de 1075, inter­
puesto por «Ibérica de Autopistas, S. A.» (IBERPISTAS), con­
tra resolución del Tribuna) Económico-Administrativo Central 
de 16 de enero de 1975, en relación con la Contribución Terri­
torial Urbana;

Resultando que concurren en este caso las circunstancias 
previstas enel artículo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 
1956,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución, en sus 
propios términos, de la referida sentencia, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que desestimando el actual recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por el Procurador don Gonzalo Ca­
telló y Gómez Trevijano, en nombre y representación de la 
Entidad mercantil demandante, "Ibérica de Autopistas, S. A." 
(IBERPISTAS), frente a la Administración General del Estado, 
representada y defendida por el señor Abogado del Estado, 
contra la resolución del Tribunal Económico-Administrativo 
Central, de fecha dieciséis de enero de mil novecientos setenta 
y cinco, dictada en alzada interpuesta por la Entidad hoy de­
mandante, contra otra de fecha veintiséis de junio de mil no­
vecientos setenta, del Tribunal Económico-Administrativo Pro­
vincial de Segovia, dictada en la reclamación económico-admi­
nistrativa número cuarenta y cinco/setenta, a que la demanda 
se contrae; debemos declarar y declaramos ser conforme a 
derecho la resolución actualmente impugnada; todo ello, sin 
hacer una expresa declaración de condena de costas, respecto 
de las derivadas del actual proceso jurisdiccional.»

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 22 de diciembre de 1977.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Dionisio Martínez Martínez.

Ilmo. Sr. Director general de Tributos.

2131 ORDEN de 29 de diciembre de 1977 por la que se 
conceden a cada una de las Empresas que se citan 
los beneficios fiscales que establece la Ley 152/1963, 
de 2 de diciembre, sobre industrias de interés pre­
ferente.

Ilmo. Sr.: Vistas las correspondientes Ordenes del Ministerio 
de Agricultura por las que se declaran a las Empresas que al 
final se relacionan comprendidas en las zonas de preferente 
localización industrial agraria que se mencionan, incluyéndolas 
en el Grupo B de los señalados en la Orden de dicho Departa­
mento de 5 de marzo de 1965,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de Tri­
butos, de conformidad con lo establecido en el artículo 6.° de 
la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y artículo 8.º del Decre­
to 2392/1972, de la de agosto ha tenido a bien disponer lo si­
guiente;

Primero—Con arreglo a las disposiciones reglamentarias 
de cada tributo, a las específicas del régimen que deriva de la 
Ley 152/1964. de 2 de diciembre, y al procedimiento señalado 
por la Orden de este Ministerio de 27 de marzo de 1965, se


